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Resumen: la disertación gira en torno a identificar, en el sistema jurídico intrínseco 

colombiano, los dispositivos y mecanismos procesales y sustantivos, en este caso en el 

ámbito disciplinario, para el reconocimiento de derechos humanos y de garantías judiciales, 

luego de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos [Corte IDH] concluyera la 

inconvencionalidad del proceso disciplinario y que al haberse adoptado medidas para 

armonizar el ordenamiento interno a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 

[CADH] y para dar cumplimiento al fallo internacional, considerara, mediante la revisión del 
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cumplimiento de la decisión, que aún persiste la inconvencionalidad y que no se ha dado 

cumplimiento al fallo en punto de las condenas para la no repetición. 

 

Palabras clave: Derechos políticos, dispositivos jurídicos, garantías judiciales, 

inconvencionalidad, proceso disciplinario.  

 

Abstract: the dissertation revolves around identifying in the Colombian intrinsic legal system, 

the procedural and substantive devices and mechanisms in this case in the disciplinary field 

for the recognition of human rights and judicial guarantees, after the Inter-American Court 

concluded the unconventionality of the disciplinary process and that, having adopted 

measures to harmonize the internal legal system of the ACHR and to comply with the 

international ruling, the Inter-American Court considered, through the review of compliance 

with the decision, that the unconventionality still persists and that compliance with the failure 

point of sentences for non-repetition. 

 

Keywords: Political rights, legal devices, judicial guarantees, unconventionality, disciplinary 

process.  

 

I. INTRODUCCIÓN 

El desarrollo de la disertación del presente trabajo evoluciona en tres ejes temáticos: el 

primero trata la inconvencionalidad del proceso disciplinario colombiano como eje 

introductorio; el segundo se refiere a los dispositivos jurídicos (procesales y sustantivos), por 

medio de los cuales es preciso aplicar el derecho convencional; por último, el tercero trata la 

conciencia de la aplicación del derecho internacional sobre los derechos humanos en las 

dinámicas del proceso disciplinario colombiano. 

Respecto al primer eje introductorio, es preciso hacer referencia a un tema coyuntural, 

más bien trasversal, que es la inconvencionalidad del proceso disciplinario colombiano de 

cara a la CADH, también conocida como Pacto de San José de Costa Rica, el cual  fue 

acogido y ratificado por el Estado colombiano, mediante la expedición de la Ley Aprobatoria 
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del Tratado 16 de 1972,2 por la que el Estado colombiano se comprometió a garantizar la 

justicia social, la libertad personal, el reconocimiento de los derechos esenciales del hombre, 

y, ante todo, la armonización del ordenamiento jurídico interno a la Convención. 

Es de mencionar que la inconvencionalidad del proceso disciplinario colombiano fue 

declarada por la Corte IDH, mediante la decisión calendada del 8 de julio de 2020 en el caso 

Petro Urrego versus Colombia,3 por lo que el Estado fue declarado responsable, 

internacionalmente, por la vulneración de los derechos humanos. Estos últimos se enmarcan 

en la restricción de derechos civiles y políticos de los electos y electores. Esta facultad les 

corresponde a los jueces y no a las autoridades administrativas, así como el desconocimiento 

de garantías judiciales descritas en el artículo 8 de la misma Convención, las cuales se 

extienden a cualquier estancia procesal, como consecuencia de la fuente adicional del sistema 

regional interamericano, según lo es su jurisprudencia. 

A causa de dicha decisión, el Estado colombiano adoptó algunas medidas para efectos 

de cumplir con el fallo internacional. Entre ellas se encuentra la expedición de la Ley 2094 

de 20214 que, a su vez, modificó y se adicionó en el Código General Disciplinario (CGD); 

sin embargo, la Corte IDH estableció, mediante el procedimiento de supervisión de 

cumplimiento de la sentencia, que no se había dado obediencia integral a las tres garantías 

de no repetición. 

Por lo anterior, es preciso identificar algunos dispositivos jurídicos procesales y 

sustanciales, entre otros, como lo es el control de convencionalidad difuso por inaplicación 

de normas y el mecanismo inmediato y eficaz establecido en el artículo 25 convencional que, 

en el caso colombiano, sería la acción de tutela, un mecanismo de control de 

convencionalidad para reconocer y conjurar vulneraciones a derechos humanos. 

Como último eje temático, la conciencia jurídica de la aplicación del derecho 

internacional sobre los derechos humanos que se evidencia en el ámbito disciplinario por 

 
2 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 16 (30 diciembre 1972). Por medio de la cual se 
aprueba la Convención Americana sobre Derechos Humanos “Pacto de San José de Costa Rica”, firmado en 
San José, Costa Rica, el 22 de noviembre de 1969, Diario Oficial, Bogotá, D. C., 1972, nro. 33780. 
https://www.suin-juriscol.gov.co/viewDocument.asp?ruta=Leyes/1572401 
33 Cfr. CORTE IDH. Caso Petro Urrego vs. Colombia. Sentencia del 8 de julio de 2020. 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/resumen_406_esp.pdf 
4 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 2094 (29 junio 2021). Por medio de la cual se reforma 
la Ley 1952 de 2019 y se dictan otras disposiciones, Diario Oficial, Bogotá, D. C., 2021, no. 51.720. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado//basedoc/ley_2094_2021.html 
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parte de autoridades, jueces y, en general, aplicadores de la norma, como una consecuencia 

de la responsabilidad del andamiaje estatal y de su deber de adoptar las medidas necesarias 

a través de sus órganos estatales, judiciales e, incluso, administrativos, todo esto para lograr 

la efectividad de los derechos y libertades establecidos en los tratados internacionales y que, 

en este caso, tienen asidero en el artículo 2 de la CADH. 

 

II. INCONVENCIONALIDAD DEL PROCESO MÁS QUE DEL 

PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO 

En relación con el primer eje introductorio, es preciso hacer referencia a un tema coyuntural 

o trasversal en el sistema internacional y en el ordenamiento jurídico del Estado colombiano, 

como lo es la inconvencionalidad del proceso disciplinario de cara a la CADH, celebrado el 

22 de noviembre de 1969 y cuya vigencia inició el 18 de julio de 1978. 

Este pacto fue acogido y ratificado por el Estado colombiano a través de la expedición 

de la ley aprobatoria del tratado, con el propósito de consolidarse en el marco de las 

instituciones democráticas y, a la vez, comprometiéndose a garantizar la justicia social, la 

libertad personal, el reconocimiento de los derechos y libertades esenciales del hombre, y, 

sobre todo, la conjunción del ordenamiento jurídico interno a la Convención. 

Sin embargo, la inconvencionalidad del proceso disciplinario se vislumbró tras la 

decisión emitida el 8 de julio de 2020 por la Corte IDH, por la que el estado colombiano fue 

declarado responsable internacionalmente por la vulneración de los derechos humanos del 

actor, los cuales se enmarcan en la restricción de derechos civiles y políticos de los electos y 

electores de cara a la Convención, y esto solo podrá ser ejercido por los jueces y no, en el 

caso colombiano, por autoridades administrativas, como lo refiere el fallo internacional. 

De igual manera, se debe hacer alusión al desconocimiento de las garantías judiciales 

descritas en el artículo 8 de la CADH, especialmente en el numeral 1, el expone lo siguiente: 

Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y en un 

plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 

imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de 

cualquier acusación penal formulada contra ella, para la determinación 
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de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral o de cualquier otro 

carácter.5 

 

Por otro lado, en lo que corresponde a las garantías judiciales, contempladas en el 

artículo 8, el debido proceso no puede entenderse circunscrito a las actuaciones judiciales, 

también hay que tener en cuenta que este debe ser garantizado en toda actuación o trámite 

del Estado, que obra una identidad de principios del derecho penal y del derecho 

administrativo sancionatorio, pues ambos derechos son manifestaciones del poder punitivo 

del Estado. 

Asimismo, el fallo del 3 de mayo de 2016 en el caso Ordóñez Maldonado vs. 

Guatemala,6 que tiene origen en un procedimiento administrativo, dio como resultado la 

destitución de la señora Ordóñez Maldonado del cargo de la Procuraduría de los Derechos 

Humanos, en Guatemala. Esto ratifica la línea jurisprudencial del tribunal interamericano, al 

hablar de la extensión de las garantías del debido proceso penal a otras ordenes 

sancionatorias, pues las garantías establecidas en el artículo 8 de la CADH son procesales, 

en tanto que estas sean judiciales en su aplicación; por ende, no se limitan a los recursos 

judiciales en sentido estricto, sino al conjunto de requisitos que deben observarse en todo 

procedimiento, por efecto de que las personas estén en condiciones de defender sus derechos, 

de forma correcta, ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. 

Igualmente, el caso Petro Urrego vs. Colombia,7 en el que la Corte IDH indicó que 

las garantías judiciales no se restringen a los procesos o acciones judiciales, sino a los 

requisitos o presupuestos, los que se deben cumplir en todas y cada una de las estancias 

procesales, por lo que no se puede exentar al proceso disciplinario de garantías que se 

materializan en la adopción y la emisión de decisiones justas. En dicha sentencia se estableció 

el desconocimiento al principio de jurisdiccionalidad, puesto que se evidenció que la facultad 

de restringir derechos civiles y políticos de servidores públicos de elección popular la ejerció 

 
5 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS. Convención Americana sobre Derechos Humanos, 
1969. https://www.oas.org/dil/esp/tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm 
6 Cfr. CORTE IDH. Caso Ordóñez Maldonado vs. Guatemala. Sentencia del 3 de mayo de 2016 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_311_esp.pdf 
7 Cfr. CORTE IDH. Caso Petro Urrego vs. Colombia, op. cit. 
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una autoridad administrativa, cuando a voces del artículo 23 de la CADH8 se consta que esa 

facultad les corresponde a los jueces penales. 

En ese orden de ideas, Parodi9 aseveró que la democracia es consustancial a los 

derechos humanos y, con esa virtud, el Estado debe respetar la dignidad de las personas al 

reconocer, en su legislación y la práctica, sus derechos y libertades, por lo que puede crear 

las condiciones para su pleno ejercicio. La contradicción surge al comprobar que las 

constituciones políticas consignan un inmenso catálogo de derechos, sin embargo, no se 

practican con eficiencia por parte del Estado y, por otra parte, el Sistema Interamericano de 

Protección de los Derechos Humanos (SIDH) es lento, recargado y reconocido.  

Como respuesta a la decisión proferida por la Corte IDH en el caso Petro Urrego vs. 

Colombia, la Procuraduría General de la Nación (PGN), máxima autoridad disciplinaria del 

Estado colombiano, presentó el proyecto de Ley 423 de 2021,10 el cual fue apoyado por el 

poder legislativo y ejecutivo, esta se convirtió en la ya mencionada Ley 2094 de 2021, la cual 

modificó y se adicionó al CGD aún sin haber entrado en vigor y postergándola al 29 de marzo 

de 2022. 

Con dicha ley, la PGN, máxima autoridad disciplinaria en el Estado colombiano, de 

acuerdo con lo dispuesto en el artículo 277 constitucional, estableció que “ejercerá vigilancia 

superior de la conducta oficial de quienes desempeñan funciones públicas e, incluso, de 

elección popular”.11 Por esta razón, se le atribuyeron funciones jurisdiccionales a la 

Procuraduría para que continúe ejerciendo la suspensión, la destitución y la inhabilitación a 

servidores públicos de elección popular; asimismo, estableció la división de roles de 

diferentes funcionarios al interior de la entidad. 

Frente a dicha situación, han surgido dos posiciones jurídicas válidas en ejercicio de 

la democracia en un Estado social y democrático de derecho, como lo es el colombiano, en 

el marco de los principios fundamentales del artículo 1 de la Constitución Política de 

 
8 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, op. cit. 
9 PARODI, G., “La comprensión del discurso especializado en ámbitos técnico-profesionales: ¿aprendiendo a 
partir del texto?”, Revista Signos, 2005, no. 58, vol. 38, pp. 221-267.  
10 COLOMBIA. PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Proyecto de Ley 423 (25 marzo 2021). Por 
medio de la cual se reforma la Ley 1952 de 2019 y se dictan otras disposiciones, Bogotá, D. C. 
https://tinyurl.com/38mmv7s3 
11 Ibíd. 



Revista Primera Instancia. ISSN: 2683-2151. Número 18. Volumen 9. Enero-junio 2022. PP. 155-173. 
______________________________________________________________________________________________ 

161 

Colombia.12 La primera posición jurídica considera que el Estado ha cumplido con los 

estándares internacionales, también justifican al Estado, debido a que no es posible hacerlo 

a cabalidad y que, con la expedición de la Ley 2094 de 2021, las diferentes circulares y 

directrices, se ha tratado de dar cumplimiento a los mismos. La segunda posición considera 

que con la expedición de dicha ley no se cumple dicha decisión, pero más que efectuar una 

imposición con una condena u obligación, se trata de permitir el flujo natural del deber ser, 

como lo es el cumplimiento de garantías convencionales en reconocimiento a los atributos 

de la condición humana por el simple hecho de existir. 

Por ende, el reconocimiento del derecho internacional de los derechos humanos como 

baluarte de la humanidad, el cual surge de profundas crisis sufridas a través de hechos 

nefastos en la historia, que han sido ejercidos, muchas veces, por estados y gobiernos que 

actúan en arbitrariedad y desviación de poder, por lo que su reconocimiento no es una forma 

de hacer resiliencia, sino de evitar que estos hechos se repitan. Es decir, el trasfondo de lo 

anterior es el reconocimiento de la condición humana no solo en el ámbito disciplinario, sino 

cada una de las instancias procesales para ejercer control de los poderes y atribuciones del 

Estado y, de ese modo, materializar la democracia. 

En el caso del Estado colombiano, se pudo evidenciar que el SIDH reafirmó la 

inconvencionalidad del proceso disciplinario como consecuencia del procedimiento de 

supervisión de cumplimiento de sentencia, mediante el que expide la Resolución del 25 de 

noviembre de 2021,13 en donde se determina que, pese a las medidas adoptadas, es decir, la 

expedición de la Ley 2094 de 2021, el Estado colombiano no ha cumplido la sentencia de las 

tres garantías de no repetición, especialmente la de armonizar el proceso disciplinario a la 

CADH, por lo que dejó abierto el procedimiento de supervisión de la sentencia. Esto quiere 

decir, que el ordenamiento jurídico interno colombiano continuará bajo la lupa del SIDH por 

un tiempo indefinido, más aún, cuando debe rendir informes cada cierto tiempo ante el 

órgano jurisdiccional internacional, a efectos de corroborar el cumplimiento de la decisión. 

 

 
12 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE. Constitución Política de Colombia, Legis, Bogotá, D. C., 
1991. 
13 Cfr. CORTE IDH. Caso Petro Urrego vs. Colombia. Supervisión de cumplimiento de sentencia. Resolución 
de 25 de noviembre de 2021. https://www.corteidh.or.cr/docs/supervisiones/petro_urrego_25_11_21.pdf 
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III. DISPOSITIVOS JURÍDICOS (PROCESALES Y SUSTANTIVOS), POR MEDIO 

DE LAS CUALES ES PRECISO APLICAR EL DERECHO CONVENCIONAL 

Ante el panorama planteado en el eje introductorio, es preciso cuestionarse lo siguiente: ¿Qué 

pueden hacer los operadores judiciales, autoridades, en este caso disciplinarias, aplicadores 

de la norma en general, procesados y quienes ejercen la función de defender a los seres 

humanos, que son sujetos pasivos de la potestad sancionadora del Estado, ante el escenario 

del no cumplimiento estricto de los tratados internacionales suscritos por el Estado y de los 

fallos emitidos por la jurisdicción del SIDH, el cual se mantiene con la continuación de las 

dinámicas disciplinarias en el trasegar de un proceso que resulta ser inconvencional? 

En el sistema regional, como en el ordenamiento jurídico colombiano, es preciso 

ubicar dos dispositivos que también tienen fundamento en los tratados internacionales y con 

los cuales es preciso ejercer control de convencionalidad, pues han sido, de alguna manera, 

condicionados a la excepcionalidad. Entre este asidero jurídico se encuentra la obligación 

establecida en el artículo 2 del CADH,14 el cual dispone como deber de los Estados el adoptar 

las medidas necesarias a través de sus órganos estatales y administrativos, para lograr la 

efectivización de los derechos y las libertades establecidas.  

Según lo anterior, en el contexto colombiano, la responsabilidad está en cabeza de las 

ramas del poder público, legislativo, ejecutivo y judicial. Sin embargo, por vía 

jurisprudencial, la Corte IDH manifestó que la responsabilidad radica en la universalidad de 

los órganos que componen el andamiaje estatal y, de forma concurrente, desde su 

individualidad. Lo anterior permite entender que todas las autoridades que sacan del abstracto 

la existencia del Estado deben evitar y/o conjurar la violación de derechos humanos de cara 

a la CADH. 

Ahora bien, también habría que evaluar el siguiente cuestionamiento: ¿Cuáles serían 

las medidas a implementar por los órganos estatales para materializar esas garantías 

convencionales y, a su vez, evitar inminentes declaraciones de responsabilidad del Estado 

colombiano? Como primera medida, es necesario el conocimiento integral del SIDH, de los 

tratados internacionales ratificados y de los que hacen parte del ius cogens. De esta manera 

podrán ser acogidos por las autoridades (judiciales y administrativas) y por la sociedad en 

 
14 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, op. cit. 
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general, una vez conocidas y entendidas a detalle las disposiciones internacionales que 

vinculan al Estado.  

En segunda medida, desde la perspectiva del poder legislativo, se debe hacer énfasis 

en la institución del control de convencionalidad, el cual se ha de ejercer durante el proceso 

establecido para la expedición de normas. Esto alude a una especie de control de 

convencionalidad preventivo en el que, por medio de un test, se establezca si el proyecto de 

ley se ajusta o no a los estándares internacionales que someten su cumplimiento. Si el 

proyecto es opuesto, se debe ajustar de forma literal o, en su defecto, abstenerse de enviarlo 

al ejecutivo para no obtener una sanción. Este ejercicio puede ser realizado por los ponentes 

congresistas encargados de estudiar el proyecto y pronunciarse frente a él y/o en los 

diferentes debates en los que se discute la ley, incluso, puede ser objeto de estudio por la 

ciudadanía a partir de la publicación del proyecto de ley en la gaceta del Congreso. 

Sumado a esto, el poder judicial, a pesar de que sus funciones están ligadas a un 

ejercicio independiente, pero también supeditado a la Constitución y a las leyes, cumple un 

rol importante al ser el encargado de hacer realidad la intención del legislador. De igual 

forma, administra justicia y garantiza las prerrogativas a los ciudadanos establecidas en el 

Estado social de derecho y los tratados internacionales. Lo anterior se lleva a cabo mediante 

la aplicación de las normas sustantivas y adjetivas descritas en el ordenamiento jurídico para 

resolver los casos en concreto. 

No obstante, pese a que las decisiones de los jueces se encuentran adscritas a la 

Constitución, a la ley y a los criterios auxiliares del derecho, según lo que se dispone en el 

artículo 230 de la Constitución,15 la Corte IDH expresó la necesidad de que se ajusten a los 

tratados internacionales, sobre todo, a la CADH. En el caso Almonacid Arellano vs. Chile de 

2006,16 la Corte IDH dispuso la obligación para los operadores judiciales de ajustar sus 

decisiones a los tratados internacionales, más aún, cuando la misma Constitución Política 

ratifica esa forma de actuar. Aquí está determinada la idea de que “los tratados y convenios 

ratificados por el Congreso, que reconocen derechos humanos y prohíben su limitación en 

 
15 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, op. cit. 
16 Cfr. CORTE IDH. Caso Almonacid Arellano vs. Chile. Sentencia del 26 de septiembre de 2006. 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_154_esp.pdf 
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los estados de excepción, prevalecen en el orden interno”.17 Por esto, se deduce que a los 

jueces se les debe aplicar las interpretaciones de la Corte IDH. 

De igual modo, la decisión emitida en el caso Almonacid Arellano vs. Chile, proferida 

el 26 de septiembre de 2006 se derivó de la ejecución extrajudicial del señor Almonacid 

Arellano por parte de agentes estatales, el cual fue establecido como un crimen de lesa 

humanidad; además, se derivó la expedición del Decreto Ley 2191, en donde se determina la 

amnistía para crímenes de lesa humanidad. 

En dicho caso, la Corte IDH fue enfática en referir que, como consecuencia de las 

obligaciones de los gobiernos, determinadas en el artículo 2 de la CADH,18 los Estados deben 

suprimir las normas y prácticas de cualquier índole (legislativas, administrativas y judiciales) 

que violen las disposiciones y/o garantías establecidas en la CADH; de igual forma, tienen 

la obligación de expedir normas y adoptar las medidas necesarias para su cumplimiento, por 

lo que, como en este caso, el poder legislativo no suprime o adopta leyes contrarias, el poder 

judicial debe abstenerse de aplicar, en los casos en concreto, las normas contrarias al pacto. 

De tal manera, se entiende que, en definitiva, los jueces están obligados a resolver los casos 

con su conocimiento e interpretación de las normas convencionales, que están enunciadas en 

el derecho interno del Estado y de la jurisprudencia internacional. 

Por otro lado, se encuentra la decisión proferida en el caso Gelman vs. Uruguay,19 el 

24 febrero de 2011, donde la Corte IDH declaró la responsabilidad internacional del Estado 

uruguayo por hechos ocurridos en la dictadura militar. En dicho fallo se concluyó que cuando 

un Estado es parte de un tratado internacional, como la CADH, todos los órganos, así como 

los jueces, están sometidos a los tratados internacionales, por lo que todos están en la 

obligación de ejercer ex officio, lo que es igual a un control de convencionalidad.  

De igual modo, en lo que corresponde al caso colombiano, de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 2 de la CADH,20 los dispositivos donde es posible ejercer control 

de convencionalidad pueden ser el control de convencionalidad difuso y la acción de tutela. 

 
17 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, op. cit., artículo 93. 
18 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, op. cit., artículo 2. 
19 Cfr. CORTE IDH. Caso Gelman vs. Uruguay. Sentencia del 24 de febrero de 2011. 
https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_221_esp1.pdf 
20 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, op. cit., artículo 2. 
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La institución del control de convencionalidad difuso procede por vía excepcional ‒

este debe ser ejercido por los jueces e, inclusive, por las autoridades administrativas, a través 

de la inaplicación de normas jurídicas internas que vayan en contravía de los tratados y de 

los derechos humanos de las personas‒. Esto permite entender que, por medio de esta figura, 

los operadores judiciales de oficio o a petición, por parte de los jueces de convencionalidad, 

a la hora de emitir sus decisiones, so pena de que se pueda consolidar la responsabilidad del 

Estado por omisión en el ejercicio jurisdiccional. 

Por otro lado, Quinche indicó que el control de convencionalidad “consiste en la labor 

de verificación, la cual permite establecer las normas internas de un país que se aplican a 

casos concretos, debido a que resultan conformes con los estándares mínimos comunes 

definidos por la CADH”.21 De esta manera, también puede identificarse como un dispositivo 

de protección del SIDH, que es velado, en el caso colombiano, por la Corte Constitucional, 

con asidero en el ordenamiento jurídico interno en el artículo 93 de la Constitución Política 

de Colombia,22 donde está la cláusula del bloque de constitucionalidad, mediante el cual se 

incorporan los tratados internacionales al ordenamiento jurídico interno, por lo que se le 

otorga una jerarquía constitucional y, por el cual, el Estado colombiano ha de ajustar su 

ordenamiento jurídico interno, en este caso a la CADH, para dar cumplimiento cabal a los 

derechos humanos. 

Sin embargo, en Colombia, el reconocimiento del control convencional difuso por 

inaplicación de normas es inusual; en realidad, se encuentra reservado a la excepcionalidad. 

Respecto al ámbito disciplinario, puede resaltarse el uso de este dispositivo por un tribunal 

administrativo colombiano, más específicamente, el de Boyacá y al cual es preciso hacer 

referencia. 

En este caso, el tribunal administrativo de Boyacá,23 a través del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, realizó un análisis importante del control de 

convencionalidad por parte del juez y las facultades de la PGN, que se mencionó, es la 

máxima autoridad disciplinaria en términos del artículo 277 de la Constitución Política de 

 
21 QUINCHE, M., La acción de tutela al amparo en Colombia, Editorial Temis, Bogotá, D. C., 2017, p. 19. 
22 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, op. cit., artículo 93. 
23 Cfr. TRIBUNAL ADMINISTRATIVO BOYACÁ. Nulidad Restablecimiento de Derecho, 15001-23-33-
000-2019-00194-00, 2021. 
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Colombia.24 Dicho análisis resultó en la imposibilidad de suspender, destituir e inhabilitar 

servidores públicos de elección popular, es decir, ejecutar restricción de derechos civiles y 

políticos a electos y electores. 

El ciudadano que interpuso el medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho ejercía como servidor público por elección popular y fue destituido e inhabilitado 

por el término de 10 años por la PGN, al considerar que había violado el régimen de 

inhabilidades e incompatibilidades. El fundamento principal de la demanda fue la falta de 

competencia de la PGN para restringir derechos civiles y políticos a servidores públicos de 

elección popular, de cara al artículo 23 de la CADH,25 en tanto que a ninguna autoridad 

administrativa le es dable suspender, destituir e inhabilitar a estos servidores, debido a que 

esta función le corresponde al juez; esta decisión no se encuentra en firme, puesto que es 

objeto de conocimiento en apelación por parte del órgano de cierre de jurisdicción de lo 

contencioso administrativo que, en este caso, es el Consejo de Estado colombiano. 

El tribunal administrativo de Boyacá hizo referencia al caso Petro Urrego vs. 

Colombia,26 debido a que fue declarado responsable, por lo que debe ser aplicado en casos 

similares en ocasión al derecho convencional de la igualdad, consagrado en la Constitución 

Política de Colombia en el artículo 13.27 Por este motivo, el tribunal resolvió inaplicar el 

artículo 45, numeral 1, de la Ley 734 de 2002,28 donde se establece como sanción la 

destitución e inhabilidad, de forma que, al final, este decide declarar la nulidad de los actos 

administrativos disciplinarios, por los cuales fue sancionado el servidor público de elección 

popular y el correspondiente restablecimiento del derecho, todo esto en ejercicio de la 

función de juez convencional. 

De esta manera, en la praxis del ejercicio de control difuso en el ordenamiento jurídico 

interno colombiano y en el internacional, resulta ser una forma de realizar control de 

convencionalidad. Lo cierto es que las autoridades se muestran tímidas a la hora de aplicarlas, 

lo que podría deberse, quizás, por los diferentes pronunciamientos de las altas cortes (Corte 

 
24 Ibíd, artículo 277. 
25 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, op. cit., artículo 23. 
26 Cfr. CORTE IDH. Caso Petro Urrego vs. Colombia, op. cit. 
27 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, op. cit., artículo 13. 
28 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 734 (5 febrero 2002). Por la cual se expide el Código 
Disciplinario Único, Diario Oficial, Bogotá, D. C., 2002. no. 44.708. 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0734_2002.html 
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Constitucional, Consejo de Estado) que determinan su excepcionalidad. No obstante, estas 

serían las salidas jurídicas posibles para efectos de cumplir los tratados y decisiones de la 

Corte IDH y, así, materializar el principio de complementariedad del SIDH, dado que no 

habría necesidad de acudir a dicha jurisdicción o en el evento que así fuere las posibilidades 

de declaración de responsabilidad serían remotas.  

De igual modo, la Corte Constitucional, como órgano límite en Colombia, profirió 

diferentes pronunciamientos, como la T-433 de 2014 y la C-111 de 2019, de las que es preciso 

extractar que se reitera la competencia de la PGN para suspender, destituir e inhabilitar 

servidores públicos sin excepción. Asimismo, la interpretación sistemática y teleológica del 

pacto con la CADH, contra la corrupción y la misma constitución, que visibiliza la restricción 

de derechos civiles y políticos. Además, se estipula la no modificación del precedente 

siempre y cuando se cumplan las garantías al debido proceso y los actos tengan control 

jurisdiccional.  

Por el mismo camino, se encuentra la acción de tutela como mecanismo de control de 

convencionalidad. Con la Constitución de 1991, Colombia se estableció como un Estado 

social de derecho, con lo que no solo asumió la protección de los derechos fundamentales 

establecidos, sino también los derechos humanos descritos en la CADH.29 

En principio, se puede pensar que obra la vulneración de derechos y que, por lo tanto, 

deben existir mecanismos inmediatos, eficaces e internos para prevenir o conjurar la 

conculcación de derechos humanos y fundamentales, para así evitar condenas al Estado y 

prevenir sanciones internacionales, en este caso por parte del SIDH, y, quizás lo más 

importante, la protección y efectivización de estos derechos de los ciudadanos frente al 

proceder de las estructuras estatales, que por cierto suelen ser abstractas.  

En ese orden de ideas, es clara la obligatoriedad para jueces o autoridades 

administrativas a la hora de proferir la providencia o el acto administrativo que se tiene en 

cuenta; es decir, no solo la legislación interna, sino a el universo jurídico que rige a la nación 

en general, lo que se refiere a la aplicación del bloque de constitucionalidad y de los tratados 

internacionales que han sido ratificados o no por el Estado, en ocasión al ius cogens. 

 
29 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, op. cit. 
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Como lo señaló la Corte IDH en la sentencia Gelman vs. Uruguay, “es función y tarea 

de cualquier autoridad pública y no solo del poder judicial”,30 así se puntualizó que la 

convencionalidad hace parte del derecho procesal constitucional, con el propósito de 

efectivizar la protección de los derechos humanos y las garantías de la CADH.31  

Por otra parte, la Constitución Política de Colombia de 1991,32 consagró la acción de 

tutela como un instrumento, mediante el cual la protección concreta e inmediata de los 

derechos fundamentales o constitucionales de cualquier ciudadano, sin distinción alguna, se 

le confía al juez constitucional. Por ejemplo, en el caso de una situación jurídica en la que 

obre la vulneración consumada o la amenaza de derechos, la tutela sirve como mecanismo 

de prevención. 

Así pues, el artículo 86 de la Constitución de 199133 y el artículo 5 del Decreto 2591 

de 199134 dispusieron que la tutela es procedente contra toda acción u omisión de las 

autoridades, públicas y particulares, que hayan violado, violen o amenacen con vulnerar los 

derechos fundamentales, debido a que este mecanismo se incluyó en el ordenamiento jurídico 

para solucionar aquellas situaciones de hecho que implican la amenaza o la vulneración de 

un derecho fundamental. Por otra parte, en el artículo 4 del Decreto 2591 de 199135 se 

estableció que el derecho desconocido o vulnerado se debe interpretar conforme con los 

tratados internacionales suscritos por Colombia. 

De esta manera, se estableció la acción de tutela como un mecanismo transitorio para 

proteger al ciudadano del proceder inapropiado del juez como, por ejemplo, la incurrencia en 

dilaciones injustificadas e, incluso, de posibles arbitrariedades en las que puede decaer en el 

desbordamiento de su poder, pero es una protección circunstancial en tanto que finalmente 

tiene la última palabra el juez natural o competente. 

Del mismo modo, en el CGD modificado y adicionado por la Ley 2094 de 2021, es 

posible ubicar instituciones con los cuales es preciso aplicar el reconocimiento de los 

derechos humanos, mediante el cumplimiento de garantías judiciales como la nulidad 

 
30 Cfr. CORTE IDH. Caso Gelman vs. Uruguay, op. cit. 
31 ORGANIZACIÓN DE LOS ESTADOS AMERICANOS, op. cit. 
32 ASAMBLEA NACIONAL CONSTITUYENTE, op. cit. 
33 Ibíd, artículo 86. 
34 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Decreto 2591 (19, noviembre, 1991). Por el cual se 
reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política, Diario Oficial, Bogotá, 
D. C., 1991, no. 40.165. http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2591_1991.html 
35 Ibíd, artículo 4. 
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procesal, establecida en el artículo 202 y la cual procede cuando se configura la falta de 

competencia del funcionario para proferir el fallo, la violación del derecho a la defensa del 

investigado y la existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso. 

La nulidad puede declararse en cualquier estado del proceso por parte de la autoridad 

en su facultad oficiosa o a solicitud de parte, teniendo como consecuencia la invalidación de 

la actuación, de igual manera se establecen en la norma disciplinaria una serie de principios 

establecidos para declarar la nulidad o su convalidación (artículo 203 del CGD). 

También se contempla la posibilidad de que el máximo órgano disciplinario (PGN) 

revise y revoque las decisiones cuando obre infracción manifiesta de las normas 

constitucionales legales y reglamentarias en que debe fundarse o amenacen derechos 

fundamentales, Dicha facultad procede de oficio o a petición del involucrado o de las 

víctimas o perjudicados, estas últimas, respecto de fallos absolutorios o decisiones de archivo 

cuando se trate de faltas que infrinjan los derechos humanos y el  derecho internacional 

humanitario (artículo 141 modificado y adicionado por el artículo 28 de la Ley 2094 de 

2021). 

Además, el recurso extraordinario de revisión, presentado como una alternativa 

excepcional o una impugnación cuya finalidad es revisar las decisiones de la PGN, al 

establecerse irregularidades o circunstancias sobrevinientes a la decisión y el cual procede 

contra decisiones sancionatorias ejecutoriadas dictadas por la PGN en ejercicio de la potestad 

disciplinaria jurisdiccional, contra los fallos absolutorios y archivos, cuando se trate de faltas 

que infringen derechos humanos y el derecho internacional humanitario, así como de las 

decisiones consecuencia de la doble conformidad dictadas por el o la PGN. 

Dicho recurso extraordinario procede de manera inmediata (dentro de los 30 días 

siguientes a la ejecutoria de la respectiva decisión disciplinaria y respecto de situaciones 

sobrevinientes a partir del momento en que se conozca del hecho, el conocimiento del mismo 

le corresponde a la jurisdicción administrativa (consejo de estado en lo que corresponde a las 

decisiones de la PGN y a los tribunales administrativos respecto de las decisiones emitidas 

por los o las procuradores regionales. De tal forma que existen mecanismos internos y 

contemplados en el CGD que permiten el reconocimiento de derechos humanos y de 

garantías judiciales. 
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IV. LA CONCIENCIA DE LA APLICACIÓN DEL DERECHO INTERNACIONAL 

DE LOS DERECHOS HUMANOS EN LAS DINÁMICAS DEL PROCESO 

DISCIPLINARIO 

Luego de haberse abordado la inconvencionalidad del proceso disciplinario, los dispositivos, 

por los cuales es preciso realizar control de convencionalidad, son necesarios para hacer 

referencia a la conciencia de la aplicación del derecho internacional de los derechos humanos, 

en este caso en el derecho disciplinario, en tanto que resulta evidente que podría tratarse, más 

bien, de la falta de cultura y conciencia de la humanidad en general. Empero, también se 

aborda el engranaje jurídico de los órganos que hacen parte del andamiaje estatal a la hora 

de reconocer y resolver los casos puestos en conocimiento, esto con el enfoque de la 

cosmovisión del derecho internacional de los derechos humanos. 

Por otro lado, Vásquez,36 en su obra Grandes juicios de la historia, realizó una seria 

investigación de los diferentes juicios importantes en la humanidad, como son los de Galileo, 

Núremberg, Hitler, Jesús, Sócrates, O. J. Simpson, los Templarios. En esta presentó 

diferentes perspectivas a la hora de realizar un análisis de cada uno, donde se podría decir 

que predomina la importancia de las garantías en los procesos como consecuencia del atributo 

de la condición humana y que, como lo indicó en su obra, los juicios no son más que el reflejo 

de la sociedad a la que sirve con sus defectos y sus virtudes, sus vicios y sus pasiones. 

Por otro lado, Parodi37 indicó que los derechos humanos son un tema primordial en 

la actualidad, debido a que se encuentran en la agenda de la mayoría de estados como 

consecuencia del impulso generado por las organizaciones internacionales de carácter 

regional y universal, que son las consecuencias de la muerte de, aproximadamente, 55 000 

000 de personas, el ataque a poblaciones indefensas, el Holocausto, crímenes de lesa 

humanidad y el desplazamiento forzado de 30 000 000 de personas durante la Segunda 

Guerra Mundial, motivo suficiente para que los Estados estén en la obligación de reconocer 

los derechos del ser humano y propender medidas correctivas para así evitar profundas crisis 

como las referidas y, también, para reconocer y garantizar los derechos humanos y 

convencionales establecidos en los tratados internacionales. 

 
36 Cfr. VÁSQUEZ, J., Grandes juicios de la historia, 4.ª edición, Espasa, Barcelona, 2018. 
37 Cfr. PARODI, G., op. cit. 
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De tal manera que tanto el sistema universal, los regionales y los ordenamientos 

jurídicos internos han de velar por el respeto de estos. Sin embargo, más que las estructuras 

y las formas que se puedan edificar, como en el caso del proceso disciplinario, se declaren 

inconvencionales por los sistemas regionales, como el interamericano. Se trata más de asumir 

la conciencia jurídica, que de reconocer garantías convencionales como cauce natural del 

atributo de la condición humana. 

Por último, lo que corresponde a las garantías procesales y convencionales, que se 

pueden observar en las acciones, se evidencia que los seres humanos son sujetos pasivos de 

la potestad punitiva del Estado en sus diferentes presentaciones, en este caso, del proceso 

disciplinario. Ya habiéndose argumentado la prevalencia de dichas garantías en las estancias 

administrativas establecidas en la CADH y en la jurisprudencia, como fuente adicional del 

SIDH, se hace necesaria la concientización del respeto a los derechos sin que obren 

imposiciones o fallos adversos que constituyan como una obligación su aplicación, sino que 

se trate de una formación personal y académica en donde tal cultura sea normalizada. 

 

V. CONCLUSIONES 

A pesar de las medidas adoptadas por el estado colombiano para dar cumplimiento a la 

decisión emitida por la Corte IDH, como lo es la expedición de la Ley 2094 de 2021, en 

donde se atribuye a la PGN de funciones jurisdiccionales y la división de roles en instrucción 

y juzgamiento en diferentes funcionarios (instructor y juzgador), para el órgano 

internacional, aún persiste dicha inconvencionalidad. 

Además de los diferentes mecanismos internacionales, es preciso ubicar en el 

ordenamiento jurídico interno colombiano, dispositivos jurídicos a efectos de ejercer control 

de convencionalidad y garantizar derechos humamos, entre otros se encuentra el control de 

convencionalidad difuso, la acción de tutela, incluso en el ámbito disciplinario, es posible 

ubicar la nulidad procesal, la revocatoria directa, ahora el recurso extraordinario de revisión. 

Más que la aplicación de mecanismos o dispositivos sustanciales o procesales, se trata 

de forjar la cultura y la conciencia  de la aplicación de los derechos humanos y garantías 

judiciales, en cualquier ámbito del derecho incluyendo el disciplinario, en donde  los órganos 

que hacen parte del andamiaje estatal a la hora de reconocer y resolver los casos puestos en 

conocimiento, esto con el enfoque de la cosmovisión del derecho internacional de los 
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derechos humanos y especialmente, el reconocimiento de las garantías judiciales a los 

procesos como consecuencia del atributo de la condición humana.  
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